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SEÑOR PRESIDENTE (Olano Llano).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el agrado de recibir al doctor Carlos De Cores, 
profesor de Derecho Civil de la Universidad Católica del Uruguay. 


El doctor De Cores había asistido la semana pasada a esta Comisión y le habíamos solicitado que concurriera 
también hoy para que nos acercara algunas sugerencias o posibles modificaciones al proyecto de ley sobre la 
instalación de desfibriladores externos automáticos. 


SEÑOR DE CORES.- Les agradezco que me reciban nuevamente. 


Quiero comentarles que nos reunimos varios miembros de la Cátedra y trabajamos juntos sobre lo que podían 
ser modificaciones a la redacción. Las modificaciones van fundamentalmente en los siguientes sentidos. 
Muchas de ellas son de redacción, en el sentido de pulir las frases desde el punto de vista gramatical. La idea 
es, como se expresa en el artículo 1*, establecer la finalidad del proyecto de ley. La finalidad es que existan 


desfibriladores externos automáticos en ciertos espacios. Esa es la finalidad que busca el proyecto y que 
después se implementa a través de las responsabilidades que se establecen en el artículo 3%. Entonces, la 
finalidad es que existan desfibriladores y que sean mantenidos en condiciones aptas de funcionamiento y 
disponibles para el uso inmediato en caso de ataque cardíaco. 


El ámbito del proyecto de ley se refiere a espacios. El título original del proyecto -creo que no cambió- decía 
que se disponía su instalación en espacios públicos o privados con gran afluencia de público. Después 
utilizamos formalmente esa expresión como núcleo del proyecto, refiriéndonos siempre a espacios con 
afluencia de público. Por eso el artículo 2* establece los "espacios comprendidos". Trata de definir o acotar 
este concepto de espacios públicos o privados con gran afluencia de público. Como los espacios no son una 
categoría que exista jurídicamente y que podamos utilizar para hacer funcionar una imputación de una norma 
o de una responsabilidad, nos referimos a espacios correspondientes a bienes -ahí no queda muy claro, pero 
los bienes tienen un espacio que les corresponde; ese es el ámbito de aplicación espacial de la ley- y 
hablamos de espacios cerrados. Esa es una palabrita que nosotros le agregamos como para que quedara claro 
pero, de repente, es cuestionable. Tiene que quedar claro que la expresión "espacios cerrados" se refiere a que 
no se están comprendiendo espacios públicos abiertos, pero no a que no estén techados; puede ser 
perfectamente un estadio o una concentración de personas organizada, en un lugar, un festival de rock o algo 
por el estilo. Ahí posiblemente se generaría esta obligación. Nos referimos -esa es otra forma que quizás sea 
suficiente- a los bienes de cualquier naturaleza, salvo los bienes nacionales de uso público. El artículo 477 
del Código Civil establece cuáles son los bienes nacionales de uso público, que básicamente son las calles, 
plazas, caminos públicos, los puentes, etcétera, pero nos parecía que lo correcto era pensar en bienes que no 
fueran bienes nacionales de uso público. Obviamente, en las calles no podemos poner desfibriladores cada 
tantos metros. Nos tenemos que referir a otros bienes y, entonces, excluimos expresamente a las calles, 
caminos y plazas, pero todos los demás bienes -siempre que sean bienes de gran afluencia de público o que 
delimiten o correspondan a espacios con gran afluencia de público- quedarían comprendidos. Es importante 
establecer que, así como está redactada la ley, después en este artículo no hay una enumeración taxativa de 
los bienes. O sea que todo espacio cerrado correspondiente a bienes de cualquier naturaleza, salvo los bienes 
nacionales de uso público donde transiten o permanezcan más de mil personas durante un día, está 
comprendido en el ámbito de la ley. 


Lo que viene después es una explicación a vía de ejemplo. Se pensó -es un criterio que la Comisión después 
tendrá que valorar- que no era pertinente establecer una enumeración taxativa de lugares porque siempre 
podía aparecer un lugar que pareciera justo que estuviera comprendido y no lo está. Cuando venía para acá se 
me ocurrió pensar en el edificio central del Banco de la República o en el Edificio "19 de Junio". Constaté 
que no estaban comprendidos. Por ahí transitan miles de personas por día y es obvio que tiene que haber un 
desfibrilador en esos lugares. Lo más cercano que se dice en la iniciativa refiere a centros comerciales. 
¿Podemos decir que el Edificio "19 de Junio" es un centro comercial? Creo que no, pero en la redacción del 
proyecto de ley, así como está, está claro que ese es un espacio cerrado, un bien privado del Estado y que por 
ahí transitan y permanecen más de mil personas por día. Por lo tanto, queda comprendido. Se me ocurren 
otros casos, como el de un Ministerio, ANCAP, la oficina del Banco de Seguros y hasta el Palacio 
Legislativo. No sé si este estaría específicamente comprendido en estos lugares, pero da la impresión de que 
debería estarlo. Por lo tanto, hicimos una definición comprensiva y abstracta en el sentido de que la 
enumeración es a título meramente enunciativo. 


Le comentaba al señor Diputado Gallo Imperiale que había un pequeño problema de coherencia en el 

literal F), en el que se habla de "sedes de instituciones deportivas con capacidad para actividad deportiva para 
más de quinientas personas". Le planteaba que veníamos hablando de una magnitud de mil personas. En el 
acápite del artículo nos referimos, como criterio general, a que se entiende como "de gran afluencia de 
público" a aquellos lugares donde permanecen o transitan más de mil personas, pero en el literal F) hablamos 
de quinientas. Parecería lógico establecer el criterio de mil personas para todas las situaciones porque no 
habría una razón específica para considerar a las instituciones deportivas desde un rango inferior. 


Pusimos aparte a las aeronaves, trenes y embarcaciones y las unidades de emergencia, porque fíjense que 
todos los literales anteriores se refieren a espacios correspondientes a bienes y esto no tiene nada que ver con 
eso. Son bienes o lugares muy específicos que tampoco tienen nada que ver con el tránsito de pasajeros sino 
que se refiere a cien pasajeros o a capacidad para pasajeros y a emergencias móviles, sea cual sea su 
capacidad. Entonces quisimos separarlos y pusimos un párrafo aparte para aeronaves, trenes o embarcaciones 
y unidades de emergencia móvil. 


El tema de las aeronaves -que por supuesto no entramos a explicitar- es interesante y complejo. Si ingresa en 
el espacio aéreo uruguayo una aeronave extranjera de bandera extranjera -es lo más normal-, se regiría por 
esta ley porque estaría comprendido. Pero, ¿cómo se hace efectivo esto? De todas maneras, sería una norma 
uruguaya y se aplicaría a toda aeronave que circule o ingrese al país. Sería cuestión de avisarles. 


Sacamos el literal correspondiente a aeropuertos porque entendemos que estaba comprendido en el 

literal siguiente, que es el de terminales de transporte internacional o interdepartamental. El aeropuerto es una 
terminal de transporte y, por lo tanto, nos pareció redundante hablar de aeropuerto y después de terminales de 
transporte. 


El artículo 3" establece la responsabilidad que, como les comentaba, es el aspecto medular porque es lo que 
va a motivar a los particulares o a los sujetos aludidos por esta ley a tomar las medidas correspondientes para 
cumplir con ella. La opinión del grupo de trabajo que se ocupó de esto era que había que distinguir, por un 
lado, la instalación de los aparatos y, por el otro, su mantenimiento y operación. O sea que no era conveniente 
unificar en un mismo sujeto -es un tema discutible y de política legislativa, obviamente- la responsabilidad 
sino establecer dos sujetos con responsabilidades diferentes. Una es la responsabilidad por la instalación y 
existencia del aparato. Esa se atribuiría al propietario del bien correspondiente al espacio que se encuentra 
dentro del ámbito de aplicación de la ley. 


Entonces, ese propietario tendría la responsabilidad de instalar el aparato; pero el mantenimiento y 
entrenamiento del personal para el uso del aparato quedaría en manos de quienes exploten los bienes. La 
expresión "quienes exploten los bienes" es muy amplia; puede tratarse del propietario -si este coincide con 
quien explota el bien, en cuyo caso hay un solo sujeto- pero también puede no serlo, como en el caso del que 
habíamos hablado, de un bien arrendado o entregado, en el que se desdobla el sujeto responsable. Entonces, 
estos sujetos que explotan a cualquier título, "[...] serán responsables de su mantenimiento, así como de 
asegurar el entrenamiento de sus funcionarios [...] Aquí cambiamos un poco la redacción pero es una idea que 
tomamos a partir de expresiones que se hicieron en otras sesiones de la Comisión. Por ejemplo, aquí se hacía 
referencia a que tal vez no era posible capacitar a todos los funcionarios en resucitación cardiopulmonar 
avanzada. Yo no tengo mucha idea de lo que significa, pero me imagino que a lo que debería apuntar la ley es 
a algo básico para una primera emergencia, porque la aplicación es muy general. Entonces establecimos "[...] 
resucitación cardiopulmonar básica, por medio de cursos con programas aceptados por el Ministerio de Salud 
Pública", sin alusión a los estándares internacionales -lo que creo que el proyecto hacía-, como una forma de 
simplificar. De esa manera el Ministerio sería quien debería decir qué debería hacerse para cumplir con la 
normativa y lograr que el obligado cumpla con el entrenamiento basado en un estándar establecido por él. 


El proyecto se refería al "entrenamiento de todos sus funcionarios” y nosotros incluimos "el entrenamiento de 
sus funcionarios" porque nos parecía que la anterior expresión era un poco excesiva ya que, tal vez, para una 
empresa con tres mil funcionarios hacer un curso para todos podría ser demasiado, y luego, no cumplir con 
eso, la podría llevar a un juicio en el que se dijera que no se cumplió, etcétera. Al establecer "entrenamiento 
de sus funcionarios", obviamente, no tiene por qué tratarse de todos y eso queda a criterio de lo necesario y 
conveniente para el fin que establece la ley, es decir que se pueda disponer de un cardiodesfibrilador para las 
personas que sufren un ataque cardíaco en ese momento, que es lo que expresa el artículo 1”. Pero, 
obviamente, eso también depende del criterio de la Comisión. 


En el segundo párrafo del artículo 3% establecimos aquel criterio del buen samaritano -que habíamos 
comentado- y entonces lo redactamos -nos costó bastante- de la siguiente manera: "Salvo que otra norma le 
imponga una responsabilidad específica, toda persona que haya actuado de buena fe en el caso del artículo 
primero de la presente ley, quedará exonerada de toda responsabilidad por daños causados". El artículo 1* es 
el que dice que deberán existir desfibriladores que tendrán que ser mantenidos y estar disponibles para el uso 
inmediato en caso de ataque cardíaco. Ese es el caso al que se refiere esta exoneración. Es decir que toda 
persona que haya actuado en relación con la existencia del aparato, su disponibilidad, mantenimiento y uso, y 
lo haya hecho de buena fe en caso de un ataque cardíaco, está exonerada de responsabilidad. Establecimos 
"Salvo que otra norma le imponga una responsabilidad específica [...]", porque aquí se da un problema ya 
que pueden existir otras responsabilidades que no hay por qué exonerar. Por ejemplo, supongamos que quien 
actúa es un médico cardiólogo; justo coincidió que estaba el Grado 5 de la Cátedra específica. Entonces a esa 
persona no le podemos decir "Mire, usted haga lo que pueda que no importa", porque es alguien que tiene 
una capacidad para actuar. O, por ejemplo, supongamos que el aparato tiene un defecto o vicio, entonces, esa 
cláusula qué quiere decir. ¿Qué el fabricante no tiene responsabilidad porque hay que probar que actuó de 


mala fe? No, porque eso se rige por otra reglamentación que es la que establece la responsabilidad del 
fabricante. Es decir que si hay otra norma que establece una responsabilidad específica no tenemos por qué 
derogar todo el derecho. Aquí lo que estamos diciendo es que la persona que de buena fe actúa sin tener otra 
obligación específica de atención por otro motivo, queda exonerada de responsabilidad, con lo que 
cumplimos con esa idea del buen samaritano. 


Los artículos 5” a 9” no los tocamos. Pensamos en el tema de eventuales sanciones administrativas que 
pudieran derivarse y en el hecho de que si no se cumple con la ley podrían generarse multas, que podría 
poner, por ejemplo, el Ministerio de Salud Pública. Pensamos que ya que el Poder Ejecutivo va a reglamentar 
la ley, debería ser quien estableciera esas multas, salvo que se entienda que es de resorte legislativo. Pero 
daría la impresión de que son multas administrativas que entrarían dentro de la competencia de lo que podría 
ser una reglamentación de la ley. 


Por supuesto que esta es la explicación de un borrador de trabajo que queda a disposición de los miembros de 
la Comisión y estamos a las órdenes para cualquier aclaración. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Agradecemos mucho el trabajo que ha realizado porque apunta a 
contemplar las inquietudes que nos generaban algunos aspectos de la ley, fundamentalmente en el tema 
de la responsabilidad. En este trabajo que ustedes han hecho hay aportes tanto en la nueva redacción, 
dándole una forma más jurídica que mucho valoramos, como desde el punto de vista conceptual en 
algunos aspectos que no resultaban claros. 


Por supuesto que estos son insumos que vamos a tener en cuenta a los efectos de la redacción definitiva del 
proyecto, pero realmente me encuentro satisfecho porque, reitero, creo que esta respuesta contesta algunos 
aspectos que la norma no establece claramente. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera hacer una pregunta. 


Cuando el artículo 3* habla de la responsabilidad de la instalación con esta redacción, eventualmente, puede 
surgir un acuerdo entre el propietario y el usuario o quien lo explota, para que este segundo se haga cargo de 
la compra. No hay ninguna dificultad para que ello pueda ocurrir en un acuerdo de partes. Me parece que ese 
aspecto puede ser usual. Hoy en día ocurre que se construyen edificios e indirectamente ya los explota un 
tercero; inclusive se entregan edificios sin terminar. Todavía no está ocurriendo mucho en Uruguay, pero en 
el caso de edificios comerciales u oficinas muchas veces se construye la estructura y después el usuario o el 
arrendatario disponen cómo van a funcionar internamente esas instalaciones. Quizás pudiera tenerse en 
cuenta la posibilidad de acordar que la primera responsabilidad la cumpla el segundo. Se me ocurre que 
podría ser una salida más bien de largo plazo. 


SEÑOR DE CORES.- Esa cuestión surgió en la discusión con los colegas que participamos en este 
trabajo, en cuanto a colocar al propietario como responsable. 


Obviamente, sería posible no hablar del propietario y dejar como responsable al que explota a cualquier título 
el bien, y punto: ese sería el responsable y no se daría el problema que plantea el señor Diputado Trobo 
porque habría un solo responsable. 


Nos pareció correcto colocar una responsabilidad en cabeza del propietario, por una razón, porque se supone 
que el propietario es solvente, y el explotador puede no serlo. Nos acordábamos de algunos organizadores de 
espectáculos artísticos o deportivos; hace unos años hubo uno famoso en el que falló la artista invitada y 
después se discutió, desapareció todo el mundo y no quedó nada. En cambio, el propietario del bien siempre 
es el propietario, y tiene que tomar las medidas para que se instale el desfibrilador. Él instala el desfibrilador 
y queda librada su responsabilidad. Obviamente, podría hacer un acuerdo con el explotador o el ocupante del 
bien, pero creo que eso no sería suficiente como para exonerarlo de responsabilidad. Por supuesto, después 
podrá reclamar a la otra parte por haber asumido la carga de instalarlo y no haberlo hecho, pero frente a la 
víctima el propietario sería, en principio, el responsable. 


SEÑOR TROBO.- Simplemente quiero señalar, compartiendo las expresiones del señor Diputado Gallo 
Imperiale, que sin duda los aportes del doctor De Cores y el grupo que trabajó con él hacen al trabajo 


de esta Comisión, y son lúcidos y relevantes. Además, estos aportes ayudan a que una buena idea pueda 
concretarse en los propósitos con una perfección jurídica más cercana que la nuestra, porque 
evidentemente hay cuestiones que a veces son difíciles de resolver sin un asesoramiento técnico 
especializado. 


Creo que es muy importante que hayamos ingresado a analizar en profundidad la cuestión de la 
responsabilidad, porque quizás ahí estaba el problema más grave que podría tener el proyecto en su trámite 
legislativo. En algún momento surgiría esa discusión de hasta dónde y cuándo iba cierta responsabilidad. 


Me parece que la Comisión ha sido inteligente en recurrir a una voz experiente y con conocimientos para 
resolver este tema. Personalmente estoy muy agradecido por el aporte que nos hace el doctor De Cores en 
este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 2* del proyecto se refiere a todo espacio cerrado y habla de todo 
espacio comprendido en el ámbito de aplicación de la presente ley, todo espacio correspondiente a 
bienes de cualquier naturaleza, salvo los bienes mencionados, etcétera. Quiero saber si, por ejemplo, un 
parque al que concurre mucha gente, está o no comprendido en esta definición. 


SEÑOR DE CORES.- Un parque claramente es un bien nacional de uso público. Si fuera privado no es 
un bien nacional de uso público. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me refiero a la condición de cerrado. Por ejemplo, ¿cuánta gente va a la 
criolla del Parque Roosevelt? 


SEÑOR DE CORES.- En realidad, esto fue hecho con un poco de premura. Ayer pensamos en incluir 
la palabra "cerrado" y hoy se me ocurrió esta idea de bienes nacionales de uso público, que de alguna 
manera es más precisa, porque la expresión "cerrado" es un poco ambigua. Alguien podrá decir que el 
espacio deberá ser techado; tal vez sería conveniente eliminar la expresión "cerrado" porque al excluir 
los bienes nacionales de uso público, se están dejando de lado los espacios abiertos donde no tiene 
ninguna lógica que haya desfibriladores. Me refiero a parques públicos, plazas, caminos, calles y, por 
supuesto, los ríos, arroyos y las costas, mencionados en el artículo 477 del Código Civil, pero eso no 
tiene nada que ver. 


El tipo de bienes abiertos que quedarían excluidos de la aplicación de la ley quedan contemplados con esta 
expresión "bienes nacionales de uso público". De manera que no sería necesario incluir el calificativo 
"cerrado" para los bienes. Quizás lo más perfecto sería eliminar el término "cerrado" y quedaría "todo 
espacio correspondiente a bienes de cualquier naturaleza, salvo los nacionales de uso público", que digamos 
son los abiertos. 


El señor Presidente habla de un parque cerrado; se plantea el problema de si es cerrado o no, de qué significa 
el término "cerrado". Repito que esta es una idea inicial. Obviamente, entendimos que era necesario acotar 
los bienes; ayer pensamos en la palabra "cerrado" y hoy pensamos en esta otra vía que es referirnos a excluir 
los bienes nacionales de uso público, que me parece que es más perfecta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el literal F) del artículo 2% se comprende a las sedes de instituciones 
deportivas con capacidad para actividad deportiva de más de quinientas personas. ¿Queda claro que 
se refiere a las instalaciones que tienen capacidad para más de quinientas personas? Muchos 
interpretamos como sede a un lugar donde muchas veces no están las instalaciones con capacidad para 
albergar a más de quinientas personas, por ejemplo, el lugar donde se reúne un consejo directivo. Yo 
imagino como sede el lugar donde funciona la parte orgánica y tal vez la cancha o el estadio estén a un 
kilómetro de ahí. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- La propia redacción creo que caracteriza bien, porque se trata de 
sedes con capacidad para actividad deportiva, y esa capacidad también está regulada porque se habla 
de más de mil personas. Tiene que darse esa característica: una sede con capacidad para actividad 
deportiva de más de quinientas personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo preguntaba con relación al caso de una institución con capacidad 
deportiva para más de quinientas personas. Por ejemplo, imagino a una institución que tiene algo más 
de quinientos alumnos, cuya sede esté a la vuelta de la esquina. 


SEÑOR DE CORES.- Originalmente el proyecto se refería a instituciones deportivas con capacidad; 
podría referirse a las instalaciones de instituciones deportivas con capacidad para actividad deportiva. 
Ahí quedaría claro que no tiene por qué ser la sede administrativa. 


Pongo otro ejemplo que me había olvidado. El literal H) decía: "Instituciones sociales con capacidad para 
más de mil personas", y nosotros agregamos "instituciones de enseñanza"; claramente sería muy importante 
incluir a una universidad, un liceo, que estrictamente no estaban. 


Entonces, le agregamos: "Instituciones de enseñanza sociales o culturales con capacidad para más de mil 
personas". Quizás también tendríamos que referirnos a "instalaciones de instituciones de enseñanza sociales o 
culturales". De todas maneras, este tipo de problema quedaría solucionado con la redacción del acápite del 
artículo que es una expresión genérica de la cual todo lo demás son ejemplos. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Una sola coma permitiría una redacción diferente. Si decimos "Las 
sedes, de instituciones deportivas con capacidad para actividad deportiva", estamos hablando de la 
institución deportiva. Pero si decimos: "Las sedes de instituciones deportivas, con capacidad para 
actividad deportiva", ¿quién tiene que tener la capacidad deportiva? Las sedes. Esto, como sucede en 
casi todas las leyes, puede dar lugar a diferentes interpretaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El literal K) establece: "Unidades de emergencia móvil y ambulancias 
destinadas a la atención médica de emergencia y al traslado de pacientes". ¿Queda claro que las 
ambulancias que deben tener el desfibrilador son las destinadas a la atención médica de emergencia? 
Porque una ambulancia de traslado no queda comprendida en esto. De lo contrario, habría que poner 
un cardiodesfibrilador a la ambulancia de la policlínica de Paso del Ahogado. ¿Queda claro que las de 
traslado no están incluidas? 


SEÑOR DE CORES.- Así estaba redactado. Nosotros tratamos de tocar lo menos posible. Comprendo 
lo que dice el señor Presidente, y seguramente no sería lógico exigir el desfibrilador a las ambulancias 
de traslado de pacientes, sino a las de atención médica de emergencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No digo que se entienda así, pero me gustaría que quien lea esto dentro de 
tres años tuviera claro cómo debe interpretarse. 


En el artículo 3* se establece: "Los propietarios de los bienes aludidos en el artículo anterior serán 
responsables de la instalación de los desfibriladores indicados en la presente ley. Quienes los exploten a 
cualquier título serán responsables de su mantenimiento así como de asegurar el entrenamiento de sus 
funcionarios”. 


Esto debe quedar claro, y voy a poner un ejemplo. Yo tengo un negocio que reúne las condiciones para tener 
un cardiodesfibrilador. Entonces compro uno y contrato al SEMM para que haga el mantenimiento y el 
entrenamiento de los funcionarios. Así como está redactado, ¿queda claro que los funcionarios que tienen que 
estar entrenados son los de mi empresa y no los del SEMM? Cuando se establece: "Quienes los exploten 
[...]", ¿refiere a quien explote el local? 


SEÑOR DE CORES.- Sí, sin duda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si contrato a un tercero para que ponga el cardiodesfibrilador, ¿al 
cardiodesfibrilador lo explota el tercero porque está cobrando por el mantenimiento del bien y por el 
entrenamiento a los funcionarios? Quiero que quede claro que los funcionarios que deben recibir el 
entrenamiento son los del centro comercial. 


SEÑOR DE CORES.- Exacto. Los funcionarios del centro de emergencia que esté a cargo del 
mantenimiento, no van a estar las veinticuatro horas al lado del desfibrilador. Los que se supone que 
van a estar al lado del aparato son los funcionarios del local. Y si me permiten, yo diría que podríamos 
poner "funcionarios o empleados", porque la expresión "funcionario" refiere más bien a los 
funcionarios públicos, aunque por supuesto que se aplica también a una empresa privada en términos 
amplios. Es más perfecto aludir a funcionarios o empleados, porque son empleados de una empresa 
privada. 


Entonces, queda claro que el entrenamiento se refiere a los empleados de la empresa privada que es la que 
explota el local y no el desfibrilador. 


Un problema que no hemos tocado es el de la propiedad del desfibrilador o la forma jurídica que puede tener 
eso. Ese es un tema aparte. Acá se establece que tiene que estar instalado, pero de quién es el desfibrilador, 
no interesa. Lo que interesa es que el propietario del bien debe instalarlo o asegurarse de que se instale. Si la 
propiedad del cardiodesfibrilador es de quien lo instaló, es un "leasing" o un arrendamiento, no interesa. 
Tiene que estar instalado y si el dueño se lo lleva, el propietario del local tiene que poner otro. Su 
responsabilidad es que esté instalado, y la responsabilidad del explotador es que funcione. Si ese 
mantenimiento lo hace una persona de su propia plantilla o contrata a un centro de emergencia móvil, 
también es un problema de él. El propietario del local es el responsable de que el desfibrilador tenga 
mantenimiento. 


En cuanto al entrenamiento, lo que importa es que se haga el curso en la condición establecida por el 
Ministerio de Salud Pública. Si lo hace mirando un libro y un folleto, contratando a alguien para que dé el 
curso o lo que fuera, también es un problema interno. El cumple con haber hecho el curso. 


Después posiblemente sea bueno que el Poder Ejecutivo reglamente la ley. Por ejemplo, cómo se mide la 
capacidad o el tránsito de mil personas. Ese es un tema interesante, aunque de repente no hay por qué meterse 
en esa dificultad. El Poder Ejecutivo podría decir que en caso de duda el propietario puede pedir que el 
Ministerio de Salud Pública diga si su local entra o no en la exigencia de la ley. También debería quedar para 
la reglamentación cómo tiene que ser el curso, el mantenimiento, el entrenamiento, la instalación, dónde tiene 
que estar el aparato y si hay algún criterio para instalarlo. Por ejemplo, que no esté instalado en el décimo 
piso de un edificio. Me parece que eso sería de resorte de la reglamentación que posteriormente se dicte. 


Nosotros no nos ocupamos del aparato sino del sujeto que es propietario y explotador del lugar, quedando lo 
otro librado a distintas posibilidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 3% dice que el responsable del mantenimiento y del 
funcionamiento es quien explota el local. Voy a poner un ejemplo. Si quien explota el local contrata al 
SEMM, pero este no lo mantuvo en condiciones a pesar del contrato que tiene con el explotador que 
dice que lo tiene que mantener en condiciones, ¿la responsabilidad se transfiere a través de ese 
contrato o el propietario sigue siendo responsable y el SEMM, que tenía la responsabilidad, puede 
lavarse las manos? Si en este caso el propietario fuera el responsable, tendría que poner a una persona 
a controlar que el SEMM cumpla. 


SEÑOR DE CORES.- Ese problema tiene una solución general. Cuando una persona está obligada o es 
responsable, puede actuar por sí misma o contratar a un tercero para que cumpla esa prestación por él. 
|Es decir que aquí el responsable es el que explota el local; si ese sujeto, en vez de hacer él mismo el 
trabajo de mantenimiento, contrata con un tercero -este es un aparato muy técnico y lo más lógico 
precisamente sería contratar a una institución especializada-, está tomando a un auxiliar para cumplir 
con la obligación que en este caso la ley le impone. Eso no le va a quitar su responsabilidad: este sujeto 
será responsable frente a la víctima por los daños. Lo que va a tener, es una acción de regreso o de 
repetición contra la empresa que no hizo el mantenimiento, pero él no se quita la responsabilidad. Esa 
sería la regla general. 


Cuando el propietario o el explotador del bien reciben la demanda, también se podría convocar en el juicio 
directamente a la empresa que tenía a su cargo el mantenimiento y que no lo cumplió. 


Ahora bien, adviértase qué curioso puede tornarse este caso. Acá rige la regla del buen samaritano; quiere 
decir que si el explotador del local contrató a un servicio especializado -haciendo lo que se supone que de 
buena fe debía hacer-, quedaría exonerado de responsabilidad. Si después el servicio especializado no 
cumple, se le podrá interponer una demanda. ¿Por qué? Porque tenía una responsabilidad específica. Esto es 
lo que comienza diciendo la parte final del artículo 3”: "Salvo que otra norma le imponga una responsabilidad 
específica", etcétera. Es decir que el servicio de mantenimiento tiene la obligación específica de que ese 
aparato esté en buen funcionamiento: no es el buen samaritano. Esa persona está cobrando por el trabajo que 
hace, de manera que debe tener plena responsabilidad. Ahora bien; al explotador del local, a quien la ley le 
atribuye la carga de realizar este trabajo, sí se le aplica la norma del buen samaritano. ¿Y qué es lo lógico que 
haga una empresa que tiene un local de estas características? Que contrate a un centro de emergencia móvil 
para ocuparse del mantenimiento. De manera que uno pregunta: ¿lo hizo? Si contesta sí, entonces actuó de 
buena fe y está exonerado de responsabilidad. La empresa de emergencia móvil sí tiene una responsabilidad 
específica; no es el buen samaritano: a esa persona se le aplican las reglas generales. 


Me parece que esta sería una forma justa de resolver un problema muy difícil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el segundo inciso del artículo 3” se expresa: "Salvo que otra norma le 
imponga responsabilidad específica, toda persona que haya actuado de buena fe (...)". Cuando dice 
"toda persona", si el propietario o explotador del local, no es una persona física, sino una Sociedad 
Anónima, y la demanda es contra ella, ¿es persona igualmente? Cuando dice persona, ¿se refiere 
solamente a persona física o también a persona jurídica? 


SEÑOR DE CORES.- La persona puede ser física o jurídica: eso es muy amplio y comprende todo, 
también al Estado o a una persona pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo llegado la hora reglamentaria, solo resta agradecer la presencia y 
el aporte del doctor De Cores. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


